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Con el respeto acostumbrado, nos permitimos salvar el voto, por cuanto 

pese a compartir la decisión de confirmar la sentencia inhibitoria, por 

falta de presupuestos procesales, nos apartamos de la adición efectuada 

en segunda instancia, debido a que solo se ordenó la indemnización de 

perjuicios y no la restitución de la franja de terreno que había sido 

entregada de forma anticipada al MUNICIPIO DE BELLO, conforme a 

las razones que procedemos a esbozar: 

 

Cuestionan ambas partes la sentencia inhibitoria proferida por el JUEZ 

PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE BELLO, quien encontró que la 

ausencia del presupuesto procesal de demanda en forma, derivada de la 

confusión en la individualización del lote de terreno a expropiar, que los 

peritos encontraron que estaba inscrito en una matrícula inmobiliaria 

diferente a la señalada en la resolución de expropiación, correspondiendo 

además a una faja de terreno diferente a la allí individualizada, le 

impedían desatar la litis. 

 

Pese a que ambas partes demandan una decisión de fondo, la demandada 

termina deprecando que se modifique la sentencia inhibitoria, para 
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ordenar la restitución del inmueble entregado anticipadamente con la 

indemnización de los perjuicios causados. 

 

Sobre la sentencia inhibitoria, sostuvo la SALA CIVIL DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia de enero 17 de 2006, expediente 

7840, con ponencia del DR. CÉSAR JULIO VALENCIA COPETE, que 

aún después de la expedición del Código General del Proceso, mantiene 

vigencia: 

 

“2. Es innegable que, por regla, el ordenamiento jurídico se 

opone al pronunciamiento de sentencias inhibitorias, toda vez que 

ellas, a pesar de ser formalmente providencias, no resuelven 

realmente el fondo del conflicto sometido a composición judicial, 

como tampoco le ponen fin, sino que, contrariamente, mantienen a 

las partes en un indeseable estado de incertidumbre o indefinición, 

a más de que representan un injustificado e innecesario desgaste 

para ellas, al igual que para el aparato del Estado. 

Es por ello que el artículo 37, numeral 4º, del Código de 

Procedimiento Civil, consonante con principios de orden superior 

previstos en la Carta Fundamental, ha impuesto claramente a los 

jueces el deber de evitar los fallos inhibitorios; precisamente, tanto 

el juzgador como las partes no pueden perder de vista, ni 

desperdiciar, las diversas oportunidades que a lo largo del litigio 

les son concedidas para advertir las eventuales inconsistencias que 

pudieran presentarse alrededor de los presupuestos del proceso y, 

en particular, cuando se trata de la idoneidad formal de la 

demanda, la posibilidad que tiene el funcionario de ordenar 

oficiosamente las correcciones que sean pertinentes, o la que tienen 

los interesados para proponer - in limine litis - excepciones previas 

y, en todo caso, la verificación que ha de hacerse en el momento 

previo a la resolución de la controversia.    
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Empero, no por lo dicho puede desconocerse que de manera 

excepcional, como lo ha sostenido esta Corporación, "... existen ... 

situaciones que, sin importar cuán indeseadas sean, acaban 

imponiéndose por fuerza de los hechos; así, ocurre que ciertas 

definitivas e irremediables deficiencias procesales terminan por 

burlar todos los filtros, imposibilitando  una decisión de fondo y 

dando  lugar, infortunada pero inevitablemente, al fallo inhibitorio. 

Porque no debe echarse al olvido que una tal determinación no 

obedece al capricho del juzgador y tampoco constituye una cierta 

'manera de fallar' - o de no fallar, acotarían algunos -, pues lo que 

realmente sucede es que el juez, sencillamente, está incapacitado 

para resolver porque, puesto ante la solución del conflicto, no 

cuenta con el material mínimo que le permita adoptar una decisión 

en uno u otro sentido, sin que por otra parte tenga ya medios de 

suplir esa carencia  ..." 

 

"Y, naturalmente, no hay qué decir cuán escandaloso sería el que 

en su afán por desatar de fondo el litigio, el juez inventase los 

presupuestos, sacase de la nada los  elementos indispensables que 

para proveer se requieran; de donde, fuerza es concluir que, como 

se viene diciendo, hay eventos en que, así sea a regañadientes, la 

sentencia inhibitoria deviene inevitable. ..." (sentencia de 5 de 

febrero de 2001, exp. 5663, no publicada aún oficialmente).” 

 

En el sub lite, la falta de individualización material y jurídica de la faja 

de terreno a expropiar, impedía dirimir el conflicto planteado, conforme 

se explicó en la ponencia que glosamos. 

 

Sin embargo, al definir los efectos procesales de esa decisión inhibitoria, 

tanto el juez de primera instancia, como la mayoría de la Sala de 

Decisión, desconocieron que esa ausencia de definición, comportaba 

restituir las cosas al estado en que estaban al momento de incoarse la 
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demanda, teniendo en cuenta la naturaleza especial del proceso de 

expropiación. 

 

Y decimos esto, por cuanto el a quo, se inhibió de fallar, pero se abstuvo 

de ordenar la restitución del bien, aduciendo que no era posible porque ya 

se habían adelantado trabajos sobre el mismo y mucho menos condenó al 

Municipio de Bello, a pagar los perjuicios que había ocasionado a la 

demandada con la solicitud de entrega anticipada del bien. 

 

Mientras que el Tribunal, equiparó la sentencia inhibitoria a la que revoca 

la que ordena la expropiación, para aplicar parcialmente la norma que 

regula la materia y ordenar solo la indemnización de perjuicios. 

 

En nuestro sentir, debió ordenarse la restitución de la faja de terreno que 

le fue entregada desde la admisión de la demanda al Municipio de Bello 

y la indemnización de perjuicios causados con tal entrega provisional. No 

otra cosa puede deducirse de la regulación del artículo 399 del Código 

General del Proceso. 

 

En efecto, preceptúa el numeral cuarto de la norma referida: 

 

“Desde la presentación de la demanda, a solicitud de la entidad 

demandante, se decretará la entrega anticipada del bien…” 

 

Luego, en el numeral noveno prescribe: 

 

“Ejecutoriada la sentencia y realizada la consignación 

a órdenes del  juzgado, el  juez ordenará la entrega 

definitiva del bien…”  

 

En el numeral 10, indica: 
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“Realizada la entrega se ordenará el registro del acta 

de la diligencia y de la sentencia, para que si rvan de 

título de dominio al demandante” 

 

Y, por último, el numeral 12, señala:  

 

“Registradas la sentencia y el acta, se entregará a los 

interesados su respectiva indemnización…” 

 

Desde los inicios del proceso, la parte demandada se opuso a la entrega 

anticipada del bien, argumentando que no se había identificado en debida 

forma, sin embargo, el Magistrado Ponente, confirmó tal orden el 15 de 

septiembre de 2020, aduciendo que ésta obedecía a mera tenencia 

(01.Apelación auto). 

 

De contera que, no habiendo decisión de fondo, debían restituirse las 

cosas al estado en que estaban para cuando se inició el proceso, con la 

correspondiente indemnización de perjuicios, por no haberse decretado la 

expropiación. 

 

Dejamos así consignadas las razones de nuestro disenso. 

 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ. 

Magistrada. 
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